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I. COMUNIDAD DE MADRID

A) Disposiciones Generales

Presidencia de la Comunidad

2342 LEY 3/2001, de 21 de junio, de Patrimonio de la Comunidad
de Madrid.

El Presidente de la Comunidad de Madrid.
Hago saber que la Asamblea de Madrid ha aprobado la presente

Ley, que yo, en nombre del Rey, promulgo.

PREÁMBULO

I
El patrimonio de la Comunidad de Madrid constituye uno de

los recursos esenciales, junto con los financieros y humanos, para
el cumplimiento de los fines que la Comunidad de Madrid, a través
del Estatuto de Autonomía, tiene encomendados y para la eje-
cución de las políticas públicas que al Gobierno corresponde, en
orden a la consecución de esos fines.

La Ley 7/1986, de 23 de julio, del Patrimonio de la Comunidad
de Madrid vino a dar cumplimiento y desarrollo a la previsión
contenida en el Estatuto de Autonomía de la Comunidad de
Madrid, que reserva a una Ley de la Asamblea la regulación del
régimen jurídico del patrimonio de la Comunidad, su adminis-
tración, defensa y conservación, en el marco de la legislación básica
del Estado (artículo 52.2).

La indicada Ley fue aprobada tres años después de constituirse
la Comunidad de Madrid y, junto a la Ley de Gobierno y Admi-
nistración, la Ley Reguladora de la Administración Institucional,
la Ley Reguladora de la Hacienda y la Ley de la Función Pública,
constituye uno de los pilares esenciales en el proceso de auto-
gobierno de la Comunidad de Madrid, estableciéndose el régimen
jurídico de los bienes y derechos de su patrimonio, soporte básico
para la prestación de los servicios públicos y para el ejercicio de
las competencias que la Comunidad de Madrid ha asumido.

El aumento de competencias de la Comunidad de Madrid y
la necesidad de actualizar y regularizar el Patrimonio como con-
secuencia del proceso de transferencias, exige disponer de un ins-
trumento normativo nuevo que agilice la tramitación de los pro-
cedimientos patrimoniales.

II

La Constitución atribuye al Estado competencias exclusivas en
materia de la legislación civil, artículo 149.1.8.a (el libro segundo,
título I, capítulo III, del Código Civil, establece los conceptos fun-
damentales de los bienes de dominio público y patrimoniales),
de las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas
y sobre contratos y concesiones administrativas (artícu-
lo 149.1.18.a), que actúan como límites a la competencia que la
Comunidad de Madrid ostenta para la regulación, mediante ley,
del régimen jurídico de su patrimonio.

En el marco de esa normativa básica, la presente Ley tiene
por objeto regular el régimen jurídico de los bienes y derechos
de dominio público o demaniales, y de los demás bienes de dominio
privado o patrimoniales, que integran el patrimonio de la Comu-
nidad de Madrid.

Se parte, por tanto, de un concepto amplio de patrimonio que
engloba a todos los bienes y derechos cuya titularidad corresponda
a la Administración Autonómica.

Los bienes y derechos que integran el patrimonio de esta Admi-
nistración se clasifican en las dos categorías tradicionales: bienes
de dominio público o demaniales, y bienes de dominio privado
o patrimoniales, categorías a las que corresponde un régimen jurí-
dico diferente derivado de la afectación o no de esos bienes a
un uso o servicio público. En este sentido, la Ley se estructura
en cuatro Capítulos, el Primero recoge las disposiciones generales
o comunes a todos los bienes o derechos con independencia de
su pertenencia a una categoría u otra; el Segundo establece el
régimen jurídico de los bienes de dominio público; el Tercero,
el régimen jurídico de los bienes de dominio privado; y el Cuarto
contiene el régimen patrimonial de los Organismos Autónomos,
Entidades de Derecho público y demás Entes Públicos.

Desde un punto de vista subjetivo, el patrimonio de la Comu-
nidad de Madrid engloba el conjunto de bienes y derechos cuya
titularidad corresponda, tanto a la Administración General, como
a la Administración Institucional. De este modo, quedan fuera
del concepto los bienes cuya titularidad corresponda a la Asamblea
de Madrid. Por otro lado, el concepto de Administración Ins-
titucional, de acuerdo con lo previsto en la Ley 1/1984, de 19
de enero, Reguladora de la misma, integra a los Organismos Autó-
nomos, Entes y Empresas públicas, si bien, quedan fuera del con-
cepto de patrimonio, a los efectos de esta ley, los bienes y derechos
cuya titularidad corresponda a las Empresas públicas constituidas
como sociedades mercantiles, sin perjuicio de lo establecido en
la legislación vigente sobre el patrimonio de las sociedades per-
tenecientes al Ente Público “Radio Televisión Madrid”.

Por lo que respecta a los patrimonios de las Universidades, ha
de considerarse que constituyen verdaderos patrimonios separados
del patrimonio propio de la Comunidad de Madrid, aunque la
administración y disposición de esos bienes y derechos debe ajus-
tarse, conforme a lo dispuesto en el artículo 53.3 de la Ley de
Reforma Universitaria, “a las normas generales que rijan en esta
materia”, es decir, a la normativa básica estatal y a la normativa
de desarrollo dictada por la Comunidad de Madrid.

Las propiedades administrativas especiales se regirán por su
legislación específica y, supletoriamente, por lo dispuesto en esta
Ley y sus disposiciones de desarrollo.

De este modo, el patrimonio de la Comunidad de Madrid regu-
lado en esta Ley aparece integrado por el conjunto de bienes
y derechos, de dominio público o patrimonial, cuya titularidad
corresponde a la Comunidad de Madrid, sus Organismos Autó-
nomos, Entidades de Derecho público y demás Entes Públicos.
Se diferencia de la Hacienda, que engloba el conjunto de derechos
y obligaciones de contenido económico.

Esta concepción unitaria del patrimonio no impide el estable-
cimiento de un sistema de gestión patrimonial diferenciado. Es
decir, la Ley asigna a las diferentes Consejerías, Organismos Autó-
nomos y Entidades competencias para la gestión y administración
de los bienes y derechos que utilicen para el cumplimiento de
sus fines, correspondiendo a la Consejería de Presidencia y Hacien-
da el ejercicio de las funciones dominicales sobre todo el patri-
monio de la Comunidad, sin perjuicio de las que correspondan
a la Asamblea o al Gobierno, o a otros órganos de la Comunidad,
por razones de legalidad u oportunidad, en materia de promoción
pública de la vivienda, suelo, radiotelevisión, propiedades admi-
nistrativas especiales, etcétera.


